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La Constitución Española de
1978 estableció un Estado de
Derecho cuyo ordenamien-

to jurídico se regiría por la igual-
dad, la justicia y el pluralismo po-
lítico. El texto constitucional
disponía también que "los ciudada-
nos y los poderes públicos están su-
jetos a la Constitución y al resto del
ordenamiento jurídico" (art. 9.1), lo
que implicaba avalar los conceptos
recogidos en el artículo 9.3 del Tí-
tulo Preliminar: "La Constitución
garantiza el principio de legalidad,
la jerarquía normativa, la publici-

dad de las normas, la irretroactivi-
dad de las disposiciones sanciona-
doras no favorables o restrictivas de
derechos individuales, la seguridad
jurídica, la responsabilidad y la in-
terdicción de la arbitrariedad de los
poderes públicos". Quedaban así
plasmados los principios consti-
tucionales que actúan como ga-
rantías normativas de los derechos
fundamentales del individuo.

El principio de legalidad, ya in-
cluido en la Declaración de Dere-
chos Humanos de 1789, exige que
toda acción de los tres poderes del
Estado –Ejecutivo, Legislativo y
Judicial– acate lo que diga la ley.

Una manifestación básica de este
principio es la jerarquía normati-
va, según la cual una norma infe-
rior no puede contradecir a otra
de rango superior y, en caso de
duda, siempre prevalece la supe-
rior. Aquí hay que recordar otro
principio normativo esencial, la
rigidez constitucional (art. 168 de
la Constitución), que impide mo-
dificar el texto de nuestra Carta
Magna por la vía legislativa ordi-
naria, lo que pone de manifiesto
la supremacía normativa de la
Constitución sobre la Ley.

La publicidad de las normas
es otro imperativo de cualquier

sistema democrático, pues la
mejor manera de que los ciuda-
danos ejerzan y defiendan sus
derechos es que tengan la opor-
tunidad de conocer las normas
vigentes (mediante la publica-
ción en el BOE o el documento
público que corresponda) y que
su contenido sea lo más claro po-
sible, de modo que sepan a qué
atenerse en cada situación. Ade-
más, una legislación confusa no
sólo es más difícil de aplicar si-
no que puede generar descon-
fianza en los ciudadanos.

Todas estas garantías contri-
buyen a crear lo que entendemos

por seguridad jurídica, un instru-
mento imprescindible para el pro-
greso de cualquier país. De su
existencia depende la correcta
aplicación del ordenamiento jurí-
dico y que, por tanto, gobernantes
y gobernados tengan la certeza de
que les ampara la misma ley, sin
excepciones. Sin duda, es uno de
los pilares de toda democracia,
hasta el punto de que de ella de-
pende "que se crea o no en la de-
mocracia", en palabras de Carlos
Mª Bru, notario jubilado y diputa-
do honorario del Parlamento Eu-
ropeo. "Sin la irretroactividad de
lo sancionador negativo, sin una

auténtica tutela judicial, sin un
recurso de amparo bien seleccio-
nado y generosamente admitido,
sin la ejecutoriedad de las senten-
cias del Tribunal de Derechos Hu-
manos del Consejo de Europa (eje-
cutoriedad la mayor parte de las
veces meramente semántica), sin
la fehaciencia definitiva de la es-
critura pública salvo tacha de fal-
sedad ante los tribunales penales,
etcétera, la división de poderes y,
con ello, la credibilidad de la de-
mocracia, quedan cada día más
huecas de sentido".

En este momento y aunque to-
do pueda ser mejorable, España
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«La seguridad jurídica marca la diferencia entre los países
desarrollados y los subdesarrollados, pues el uso irregular 

de la facultad legislativa da lugar a gobiernos corruptos»

El próximo 6 de
diciembre se
cumple el 25
aniversario del
refrendo
nacional a la
Constitución.

Han pasado 25 años desde aquel seis de diciembre de 1978 cuando
el pueblo español ratificaba en referéndum su actual

Constitución y, en medio de un consenso ejemplar, recuperaba la
soberanía tras 40 años de dictadura. La Constitución de 1978 no sólo
reconocía los derechos fundamentales de los ciudadanos sino que
garantizaba su adecuada puesta en práctica. Por primera vez en
mucho tiempo los españoles tenían asegurados, entre otros, los
principios de legalidad y seguridad jurídica, piezas claves de cual-
quier democracia.

La Constitución:
más luces que sombras



goza de un entorno de seguridad
jurídica que permite confiar en
el uso riguroso de la ley. En la vi-
da real esto significa estabilidad
política y social, mientras que la
ausencia de este principio supo-
ne un grave inconveniente para
cualquier Estado. Es más, se ha
llegado a decir que la seguridad
jurídica marca la diferencia en-
tre los países desarrollados y los
subdesarrollados, ya que el uso
irregular de la facultad legislati-
va da lugar a gobiernos corrup-
tos en los que unos pocos se enri-

quecen y la gran masa social vive
en la miseria. 

PUESTA EN PRÁCTICA
Después de un cuarto de siglo de
vigencia, cabe preguntarse cómo
se ha plasmado en la realidad el ci-
tado artículo 9.3 de nuestra Carta
Magna. A nivel global, el balance
es bueno pero hay que hacer mati-
zaciones. Por un lado, José Luis
Álvarez, notario jubilado y acadé-
mico de la Real Academia de Bellas
Artes de San Fernando –además de
ex alcalde de Madrid y ex minis-

tro–, considera que, en general, la
Constitución ha establecido un sis-
tema de creación y jerarquía nor-
mativa al nivel de los países mejor
estructurados jurídicamente, "pe-
ro eso no significa que no haya que
vigilar que las futuras normas se
ajusten a los principios constitu-
cionales y a la utilidad práctica de
la vida jurídica". 

Por su parte, Carlos María Bru
cree que, en conjunto, "se han
cumplimentado los principios de
legalidad y jerarquía normativa,
tanto en el sentido de aparecer su-
ficientemente delimitadas las ma-
terias de reserva de ley, como la
elaboración de ésta y su control de
constitucionalidad, la elaboración
de las normas inferiores y el con-
trol de éstas últimas respecto de
aquélla mediante el contencioso-
administrativo". Sin embargo, es-
te experto apunta que esos princi-
pios están siendo conculcados en
el uso que se viene haciendo de los
Decretos Leyes (art. 86 de la Cons-
titución), "cuya simple ‘convalida-
ción’ –sin ponencia, ni comisión,
ni enmiendas y debate en sendos
plenos de Cortes Generales– burla
la seriedad del procedimiento le-
gislativo. Y su reconversión poste-
rior en Ley es un tardío y flaco re-
medio. Lamentablemente, hay no
ya uso, sino abuso de Decretos-Le-
yes", asegura.

INCUMPLIMIENTOS
Otro apartado que, según Carlos
María Bru, tampoco se ajusta a
los principios enunciados, es el
equivocado uso que se hace del ar-
tículo 93 de la Constitución Espa-
ñola respecto a la transposición
de las Directivas Comunitarias
–que con la entrada en vigor de la
Constitución Europea pasarán a
llamarse leyes-marco europeas–,
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El legislador debe elaborar leyes claras
que regulen al máximo la materia de la

que son objeto,  sin remitir a otras normas

• e l  e s c a p a r a t e •

José Luis Álvarez
notario jubilado y académico 

de la Real Academia de Bellas Artes 
de San Fernando. Fue alcalde 

de Madrid y ministro

En opinión de José
Luis Álvarez, la exce-
siva publicación de
normas nuevas impli-
ca un riesgo de des-
conocimiento prácti-

co de las mismas. Además, "la
multiplicidad de fuentes legislativas y
el excesivo afán legislativo –y diferen-
ciado– de las comunidades autónomas
supone un grave peligro para la seguri-
dad jurídica".
A su juicio, entre otras medidas, es ne-
cesaria la coordinación de las entidades
con capacidad para dictar normas de
carácter general; una moderación en la
publicación de nuevas normas y una 
jurisprudencia de los más altos tribuna-
les que tenga en cuenta los puntos 
anteriores.

Carlos María Bru
notario jubilado y diputado honorario

del Parlamento Europeo

Carlos Mª Bru califica
de un abuso "lindante
con el fraude consti-
tucional" la creciente
inserción de materias
reservadas a la Ley en

las llamadas Leyes de Acompañamiento
a los Presupuestos Generales del Esta-
do. "Toda materia de interés para el
Gobierno e incomodidad respecto de su
debate, se detrae mediante este truco,
infalible en épocas de mayoría absoluta
–las dos socialistas y la popular suman
la mitad de estos 25 años– y muy prac-
ticable en las de mayoría relativa si los
grupos parlamentarios coaligados se
dejan llevar por una docilidad irrespe-
tuosa con la coherencia al programa
conjunto, que debería regir todo acuer-
do de Legislatura", explica.
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G
regorio Peces-Barba, Rec-
tor de la Universidad Car-
los III de Madrid y ex pre-
sidente del Congreso de

los Diputados, es una de las voces
más autorizadas para hablar de la
Constitución de 1978, pues fue
uno de los ‘padres’ de la Carta
Magna.

–Como ‘padre de la Constitución’:
¿qué destacaría de ella? 

–Creo que la Constitución
de 1978 ha aportado, en primer
lugar, una superación de las
dos Españas, fruto de un con-
trato generalmente aceptado.
Ha contribuido a la estabilidad
de los gobiernos; a un recono-
cimiento y garantía de los de-
rechos y las libertades; a una
superación de los conflictos y a
un reconocimiento de los he-
chos diferenciales lingüísticos
y culturales; además de esta-
blecer cauces para la efectivi-
dad de la igual dignidad de to-
dos los ciudadanos, por
ejemplo con el artículo 9.2.

–Usted ha aludido en ocasiones al
concepto de ‘cultura constitucio-
nal’. ¿Qué significa?

–La cultura constitucional
supone, desde el punto de vista

objetivo, que los principios, los
valores y los procedimientos
constitucionales son el núcleo
de la convivencia, con lo que se
superan las justificaciones ét-
nicas, nacionales o lingüísticas
como razón central de esa con-
vivencia. Supone el arraigo del
patriotismo constitucional,
por encima de la idea de los la-
zos comunitarios de la patria
común y de las patrias propias
que forman nuestro Estado
compuesto. Desde el punto de
vista subjetivo, estamos ante la
Constitución como vida, es de-
cir, como la asunción por los
ciudadanos de esos valores,
principios, derechos y procedi-
mientos, y la aplicación de los
mismos en sus comportamien-
tos sociales. Queda camino por
recorrer, sobre todo por la per-
sistencia de nacionalismos ce-
rrados que no dudan en propo-
ner que muchos de sus vecinos
se conviertan en extranjeros.

–El artículo 9.3 de la Constitución
española garantiza, entre otros, el
principio de legalidad y la seguri-
dad jurídica...

–Estos principios están cla-
ramente establecidos en otros
artículos –además del 9.3– que
establecen reglas y procedi-
mientos para el acceso al poder
y para su actuación en todos
los niveles, por la necesidad de
que los comportamientos del

Gobierno y de la Administra-
ción estén sometidos a la Cons-
titución y a la Ley, y por la
existencia de una fuerte garan-
tía jurisdiccional. Los proble-
mas de que existan son prácti-
cos, como insuficiencia de
medios para los órganos judi-
ciales o falta de independencia
del Fiscal General del Estado,
que protege al Gobierno y am-
para sus decisiones: actúa con
celeridad o no actúa, según
convenga.

–¿Cree que el Derecho español re-
fleja con eficacia los derechos in-
dividuales reconocidos en el texto
constitucional? 

–Los derechos individuales
reconocidos en la Constitución
son normas y obligan directa-
mente. No necesitan un desa-
rrollo legislativo para su juri-
dicidad, pero a veces lo
necesitan para matizar y esta-
blecer sus perfiles. Es más,
aunque sólo por Ley se pueden
desarrollar (Ley Orgánica), la
jurisprudencia constitucional,
al interpretar la Constitución,
puede declarar su sentido, sus
límites o su ampliación.

–¿Qué mensaje cree que se debe
transmitir a los jóvenes sobre la
Constitución?

–A los jóvenes hay que
transmitirles el valor de la
Constitución para garantizar
la convivencia y la igual liber-
tad. Es una lástima que el De-
recho no se explique ni en la
enseñanza primaria ni en la se-
cundaria. Hay que pedirles
que la conozcan, y conociéndo-
la, que la encarnen en su vida
social como guía máxima y re-
gla de comportamiento.

«Sólo se enseña la Constitución
en las Facultades de Derecho»
Gregorio Peces Barba
[Catedrático de Filosofía del Derecho y Rector de la Universidad 
Carlos III de Madrid]

«Queda camino por
recorrer, sobre todo
por la persistencia
de nacionalismos
cerrados»



como consecuencia de la propia
ambigüedad del precepto cuando
dice que "corresponde a las Cortes
Generales o al Gobierno, según los
casos" regular normativamente en
España cada disposición marco.
"Se ha entendido que bien el Legis-
lativo o el Ejecutivo pueden, al ar-
bitrio de este último, intervenir
aleatoriamente en la transposición
y, por tanto, eludir los incómodos
trámites parlamentarios. Bastaría
el Decreto, aún cuando la materia
a trasponer estuviese reservada a
Ley por exigencia de nuestra pro-
pia Constitución. Esto es inadmi-
sible", asevera Carlos Mª Bru.

Este notario destaca además
un aspecto denunciado dos veces
por la Comisión de Derechos Hu-
manos de las Naciones Unidas,

sancionando al Reino de España
por omitir la doble instancia en
juicios penales. "Los dos dictá-
menes se referían a la inadmi-
sión a prueba o reconsideración
de los facta dados por ciertos en
una instancia inferior, cuando el
recurso se considera exclusiva-
mente de Derecho. Claramente,
vemos que se refiere a los recur-
sos ante el Tribunal Supremo",
matiza. Pero hay otro supuesto
paradójico –aún no introducido
en el Tribunal de Derechos Hu-
manos del Consejo de Europa ni
en la Comisión de las Naciones
Unidas– "que algún día llegará si
nuestros políticos dejan de ser
pacatos al respecto" –dice Bru–,
como es que "los presuntamente
favorecidos en cuanto ‘aforados’

(ministros, diputados, senadores,
etc.), precisamente por ir ‘en di-
recta’ al máximo Tribunal care-
cen de una ulterior ocasión para
corregir un fallo del Tribunal Su-
premo que, o les condenó, o no
dejó del todo inmarchitos su
nombre o su patrimonio". 

Otra restricción poco edifican-
te es la del artículo 81 de la Ley de
la Jurisdicción del Contencioso
Administrativo, por la cual son
inapelables las sentencias recaí-
das en juicios cuya cuantía baje
de los 5.000 €. "O sea, que los cho-
ques con la Administración por
una cuantía inferior a esa canti-
dad, una vez decididos, mejor o
peor, por un Juez son intocables,
porque, al parecer, sólo merecen
la pena las reclamaciones de los
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La seguridad
jurídica es uno
de los
principios
básicos de la
Constitución
española.

La seguridad
jurídica 
como 
principio 
básico

Según se expresa en su
titulo preliminar "la

Constitución garantiza el
principio de legalidad, la
jerarquía normativa, la
publicidad de las normas, la
irretroactividad de las dispo-
siciones sancionadoras no
favorables o restrictivas de
derechos individuales, la
seguridad jurídica, la respon-
sabilidad y la interdicción de
la arbitrariedad de los pode-
res públicos".

«Podría pensarse en algún organismo con autoridad pública y
doctrinal al que se pudiera acudir para aclarar los problemas de

coordinación normativa», apunta José Luis Álvarez
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G
abriel Cisneros ha parti-
cipado en la creación de
dos Cartas Magnas, ya
que, además de ser uno

de los ‘padres’ de la Constitución
de 1978, es miembro de la Con-
vención que ha elaborado la futu-
ra Constitución europea.

–¿Cuál es su balance de este cuar-
to de siglo? 

–En líneas generales, muy
positivo. Merece ser enjuicia-
da favorablemente una Cons-
titución que ha regido con éxi-
to nuestra convivencia
democrática durante 25 años.
La voluntad de reconciliación
que precedió a la Constitución
de 1978, el rechazo de imposi-
ciones y de actitudes exclu-
yentes, el pacto entre todas las
fuerzas políticas y el mayori-
tario respaldo los españoles
justificaban el optimismo que
siguió al Referéndum del 6 de
diciembre.

–¿Cree que los españoles se han
sentido defraudados por el desa-
rrollo constitucional? 

–Todo lo contrario. La
Constitución ha arraigado
con fuerza en nuestras vidas,

desencadenando una profun-
da transformación política y
jurídica de España. Salvando
alguna flagrante excepción, la
normalidad en el ejercicio de
los derechos y libertades, la
democratización de la vida
pública y de las instituciones
del Estado, la impregnación
constitucional de la vida ciu-
dadana, el respeto al pluralis-
mo político, la sucesión de di-
ferentes opciones de gobierno
y la construcción de un nuevo
ordenamiento legal son frutos
que han madurado en este
cuarto de siglo, por virtud de
una buena Constitución –a mi
juicio la mejor entre las posi-
bles– que, fundamentada en
el reconocimiento de la uni-
dad indivisible de una nación
plural, ha hecho compatibles
ambas realidades, impulsan-
do un proceso descentraliza-
dor sin precedentes, que ha
conferido a las nacionalida-
des y regiones las más altas
cotas de autogobierno y de
poder político.

–¿Se han cumplido todas las ex-
pectativas de 1978? 

–No veo más excepción re-
levante que la escasa lealtad
constitucional en la construc-
ción del Estado de las Autono-
mías. Pese a las deficiencias
del Título VIII, entre las pre-

visiones más razonables esta-
ba el final de esa edificación.
Necesariamente tenía que lle-
gar un momento en que el
proceso de transferencias a
las Comunidades Autónomas
terminara. En que no hubiera
fuerza reivindicativa de ma-
yor autogobierno capaz de
continuar tensando la Consti-
tución sin romperla. Cuando
estamos asistiendo a ese mo-
mento, precisamente determi-
nante del éxito en la construc-
ción de nuestro modelo de
distribución territorial del po-
der político, y cuando ese
momento coincide con la ple-
nitud del desarrollo constitu-
cional, cabía esperar que se
produjera un punto de infle-
xión en las tendencias centrí-
fugas, originando, en benefi-
cio de todas las Comunidades
y de todos los ciudadanos, una
dinámica de cohesión, de in-
tegración en el proyecto co-
mún. Cabía esperar, sobre to-
do, que la actitud solidaria,
también exigida por la Consti-
tución, sucediera a la perma-
nente reivindicación, ya desa-
sistida de razones objetivas. Y
-¿cómo no?- era igualmente
previsible que la recupera-
ción de las libertades, o al me-
nos su consolidación a lo lar-
go de los últimos 25 años,
acabara con los crímenes te-
rroristas. Contra esas razona-
bles expectativas, se empren-
den imposibles aventuras
secesionistas amparadas en
esos crímenes y, cuando la
Constitución ha alcanzado la
plenitud de su potencialidad,
se propugna la extinción del
pacto constitucional.

«La Constitución ha arraigado
con fuerza, salvando alguna
flagrante excepción»
Gabriel Cisneros
[Diputado por Zaragoza del PP]

«La Constitución
ha impulsado  un
proceso
descentralizador
sin precedentes»
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ricos, aunque los pobres quieran
litigar y dediquen el dinero sufi-
ciente a ello. Se aducirá que razo-
nes presupuestarias impiden de-
dicar la atención de nuestros
jueces y magistrados a la ‘calde-
rilla’. Yo creo que más importan-
te que el quantum es el quid y és-
te, como dijo el cantar, ‘ni se
compra ni se vende", critica Car-
los Mª Bru.

ASIGNATURAS PENDIENTES
Es obvio que son muchos los
asuntos abiertos en torno a la
Constitución de 1978 pero eso no
resta relevancia al logro del tex-
to. José Luis Álvarez señala que
la Constitución es un texto de
gran valor que no debe retocarse
sino excepcionalmente. "Ha de-
mostrado un buen sentido y una
calidad que han ayudado muchí-
simo al progreso de la sociedad
española. Salvo el Capítulo III del
Título VIII (relativos a la organi-
zación territorial de las comuni-
dades autónomas), que ha dado
lugar a problemas en algunas co-
munidades autónomas por inter-
pretaciones discutibles, creo que
la Constitución ha facilitado la
convivencia de la sociedad espa-
ñola y ha colaborado al periodo
de mayor desarrollo desde finales
del siglo XVIII". Además –como
autor de diversos libros y estu-
dios sobre la defensa del patrimo-
nio cultural español según la
Constitución– Álvarez subraya
que las normas derivadas de los
principios constitucionales han

apoyado claramente la creación
cultural y la conservación y co-
nocimiento del Patrimonio Histó-
rico Artístico español.

Si bien es cierto que siempre
surgen propuestas de modifica-
ción, que normalmente desenca-
denan de inmediato el debate po-
lítico y la polémica, la mayoría de
los analistas resaltan la plena vi-
gencia de la Constitución Españo-
la y sus múltiples aportaciones a
nuestra sociedad. Las críticas co-

rresponden más a aspectos de su
puesta en práctica que al texto en
sí, lo cual indica que el clima de
consenso en el que se fraguó im-
pera todavía.

En lo relativo a la seguridad ju-
rídica, de cara al futuro, Bru su-
giere la necesidad de corregir, en-
tre otros, los defectos apuntados e
insiste en que "no hay seguridad
jurídica a posteriori sin que venga
facilitada por la a priori: la seguri-
dad jurídica preventiva. Una au-
téntica interpretación y aplicación
del precepto constitucional debe-
ría elevar a rango de Ley Orgánica
el principio de seguridad jurídica
preventiva. Es plausible el esfuer-
zo de nuestros juristas para insis-
tir en las ventajas de la misma.
Por desgracia, los tribunales son
más renuentes al respecto", aclara. 

José Luis Álvarez apunta que
"incluso podría pensarse en algún
organismo con autoridad pública
y doctrinal al que se pudiera acu-
dir para aclarar los problemas de
coordinación normativa".

Por último, conviene hacer hin-
capié en la eficacia de mejorar con-
tinuamente la técnica legislativa,
muy ligada a la seguridad jurídica.
Cuanto más presente tenga el le-
gislador que debe elaborar normas
claras y que regulen al máximo la
materia de la que son objeto –sin
remitir a otras normas–, mayor se-
rá la seguridad jurídica. Esta cues-
tión ha sido advertida en varias
sentencias del Tribunal Constitu-
cional. Concretamente, la senten-
cia 159/2000 citaba que "una legis-
lación confusa, oscura e incompleta
(...), además de socavar la confian-
za de los ciudadanos en el Derecho,
puede terminar por empañar el va-
lor de la justicia". ■

• e l  e s c a p a r a t e •

«Una auténtica interpretación y aplicación del precepto
constitucional debería elevar a rango de Ley Orgánica el principio

de seguridad jurídica preventiva», según Carlos María Bru
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No puede ignorarse la existen-
cia de una corriente doctri-

nal, de evidente signo progresis-
ta, orientada a dotar de conteni-
do material al principio de segu-
ridad jurídica, extendiéndolo al
mantenimiento efectivo del
mínimo existencial constitucio-
nalmente garantizado, asocian-
do así, en palabras de López
Guerra, la seguridad jurídica a

la seguridad social. Este punto de
vista late, de alguna manera, en la propia juris-
prudencia del Tribunal Constitucional, que, en
su sentencia 27/1981, describe la seguridad jurídi-
ca como la suma de los princi-
pios de certeza y legalidad,
jerarquía y publicidad normati-
va, irretroactividad de lo no
favorable e interdicción de la
arbitrariedad, "equilibrada de
tal suerte que permita promo-
ver en el orden jurídico la justi-
cia, y la igualdad en la libertad".

Esto no obstante, a nuestro
entender, y como dice
Recasens Siches, el Derecho
nace en la vida humana no
tanto por el deseo de rendir
culto u homenaje a la idea de
Justicia cuanto para colmar
una ineludible necesidad de
seguridad. La concepción tradicional o formal
de la seguridad jurídica vincula este principio
a la idea de certeza (o, al menos, de previsibili-
dad razonable) en el comportamiento de los
poderes públicos y en las consecuencias de los
actos y omisiones de los ciudadanos. La seguri-
dad jurídica se nos presenta así como un pro-

blema de certeza del derecho y de certeza en el
derecho. La certeza del derecho se vincula a la
publicidad de las normas, a la claridad y preci-
sión de los mandatos legales (sentencia 46/1990
del T.C.), y a la interpretación uniforme de los
mismos, tanto en su aplicación administrativa
como judicial. La certeza en el derecho hace
referencia a la dimensión temporal de la segu-
ridad jurídica, tanto respecto del pasado (trata-
miento restrictivo de la retroactividad) como
del futuro (límites y procedimientos en el cam-
bio del ordenamiento jurídico).

Pues bien, la seguridad jurídica así entendi-
da exige, desde luego, el restablecimiento del
derecho conculcado y la afirmación de la exis-

tencia del discutido (sistema
de solución jurisdiccional de
conflictos), pero no puede
prescindir de mecanismos
encaminados a prevenir,
impidiéndolo o dificultándo-
lo, el nacimiento mismo del
conflicto, o a facilitar, una
vez nacido, su rápida y efi-
ciente solución (seguridad
jurídica preventiva).

El propio T.C., en su sen-
tencia 150/1990, apuntó que
claridad y precisión en los
mandatos legales no equiva-
le necesariamente a intelec-
ción fácil e inmediata de los

mismos por los ciudadanos, añadiendo que no
cabe, en modo alguno, subestimar la importan-
cia que, para la certeza del Derecho y la seguri-
dad jurídica, tiene el empleo de una depurada
técnica jurídica en el proceso de elaboración de
las normas. Publicidad, claridad y precisión
sirven al conocimiento de la norma, pero el

destinatario de este conocimiento no es tanto
el ciudadano como los Agentes de la seguridad
jurídica de que el ciudadano se vale para su
información y asesoramiento, es decir, los pro-
fesionales del Derecho.

Prescindiendo de los Jueces y Magistrados
–también de los Procuradores de los
Tribunales–, las demás profesiones jurídicas
sirven, en mayor o menor medida, a la seguri-
dad jurídica preventiva, bien a través de meca-
nismos privados, o bien a través de mecanis-
mos públicos, que se diferencian de los priva-
dos por las presunciones de legalidad y de
autenticidad, de forma y fondo, que generan, y,
en el caso de las transacciones inmobiliarias, y
gracias a la publicidad registral, por el cuadro
de valores añadidos, derivados de los princi-
pios de inoponibilidad y adquisición "a non
domino", y de las presunciones legitimadoras.

Es sobradamente conocido que el nacimiento
y, sobre todo, el desarrollo del mercado han
estado, en Europa, íntimamente vinculados a la
existencia y eficiencia de mecanismos de segu-
ridad jurídica. Paradójicamente, parece abrirse
camino, entre nosotros, una tendencia econo-
micista, para la cual la seguridad jurídica no es
otra cosa que un coste, acerca de
cuya necesidad y cuantificación
solo puede decidir, de un modo efi-
ciente, el mercado. Esta tendencia
parece encaminarse en una doble
dirección:

– La lucha contra la regulación
de las profesiones jurídicas, y, por
tanto, contra cualquier mecanismo
de control del cumplimiento de
estas regulaciones.

– La pretensión de que las "nue-
vas tecnologías" no se queden en
lo que son –una herramienta, un
instrumento- sino que sirvan
para introducir, en sustitución
del nuestro, el sistema jurídico de
su país de origen.

La necesidad mayor o menor (según se trate
o no de funcionarios públicos) de una cierta
regulación, en beneficio de la seguridad (y, por
tanto, de los ciudadanos) de las profesiones
jurídicas no puede, ciertamente, servir de
coartada de la ineficiencia. Pero no es menos

evidente que, en nombre de la eficiencia, el
Mercado, no puede hipertrofiarse, mercantili-
zándolo todo.

En relación con la segunda de las cuestiones
apuntadas bástenos un ejemplo: el intento,
aprovechando la introducción de la firma elec-
trónica, de sustituir, como eje de nuestro siste-
ma de contratación, al documento por la firma.
Un documento no es una firma indubitada sino
un consentimiento real e informado; si el docu-
mento es público, ese consentimiento ha de
prestarse, además, ante un funcionario público,
tras un asesoramiento imparcial y equilibrador
de las diferencias de información entre las par-
tes, y previo control de su legalidad.

Conviene desengañarse: la escisión y artifi-
cial contraposición entre Mercado y Seguridad
Jurídica constituye, en la hora actual, la verda-
dera cuestión de fondo que condiciona la vida
y el futuro de todas las profesiones jurídicas,
poniendo en riesgo la seguridad jurídica, pero,
también, a medio plazo, al propio mercado.

La seguridad jurídica preventiva es a la
seguridad lo que la medicina preventiva es a la
salud. Un Estado social y democrático de dere-
cho no puede prescindir de un sistema eficien-

te –también en términos
económicos– de seguri-
dad jurídica preventiva.
Puede, obviamente, en
función del interés
público, y de un modo
tan amplio y profundo
como estime oportuno,
modificar el existente, e,
incluso, sustituirlo por
otro. Pero, en cualquier
caso ha de hacerlo con
luz y taquígrafos y a tra-
vés de un debate parla-
mentario serio y especí-
fico. De ninguna manera
aprovechando sobre la
marcha la regulación de

un nuevo instrumento técnico, o por la vía
–dudosamente constitucional– de una Ley con
objeto predeterminado y distinto.

José Félix Belloch es notario y vicepresidente del Consejo
General del Notariado.

José Félix Belloch

Constitución,
seguridad jurídica 
y mercado

"La Constitución garantiza el  principio de
legalidad, la jerarquía normativa, la
publicidad de las normas, la irretroactividad
de las disposiciones sancionadoras no
favorables o restrictivas de derechos
individuales, la seguridad jurídica, la
responsabilidad y la interdicción de la
arbitrariedad de los poderes públicos".

Art. 9.3 de la Constitución española

[..]
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democrático de derecho no
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seguridad jurídica

preventiva

[..]
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